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Como condenado y parte dentro del proceso de la referencia, comedidamente me 

permito interponer recurso de APELACIÓN, cont6ra el auto que denegó la petición de 

libertad condicional, buscando que el AD-QUEM, revoque la decisión impugnada y en 

consecuencia acceda a la petición  formulada. 

 

I. DE LA PROVIDENCIA QUE SE IMPUGNA 

Se sintetiza así:  
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De  acuerdo a lo anterior, el despacho niega mi libertad condicional, por dos 

factores, el hecho de tener anotación de no presencia en el domicilio cuando cumplí 

medida de aseguramiento. Y la valoración de la conducta punible. Bajo los 

presupuestos anteriores entro a sustentar esta apelación. 

 

II. DE LOS FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

Es claro que cumplo con los presupuestos objetivos para acceder a mi libertad 

condicional, por cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 64 del Código 

Penal solicite mi libertad condicional. 

Ahora bien frente a los dos presupuestos esgrimidos para negárseme la libertad 

condicional he de anotar que el despacho se equivoca, al valorar los mismos ello en 

razón a lo siguiente: 

1.  La ley 65 de 1993al definir la finalidad del tratamiento penitenciario y los 

fines de la pena contempla: 

 

ARTÍCULO 9o. FUNCIONES Y FINALIDAD DE LA PENA Y DE LAS MEDIDAS DE 

SEGURIDAD. La pena tiene función protectora y preventiva, pero su fin 

fundamental es la resocialización. Las medidas de seguridad persiguen fines 

de curación, tutela y rehabilitación. 

 

ARTÍCULO 10. FINALIDAD DEL TRATAMIENTO PENITENCIARIO. El tratamiento 

penitenciario tiene la finalidad de alcanzar la resocialización del infractor de 

la ley penal, mediante el examen de su personalidad y a través de la 
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disciplina, el trabajo, el estudio, la formación espiritual, la cultura, el deporte 

y la recreación, bajo un espíritu humano y solidario. 

 

ARTÍCULO 142 OBJETIVO. El objetivo del tratamiento penitenciario es 

preparar al condenado, mediante su resocialización para la vida en libertad. 

 

De acuerdo a lo anterior , el tratamiento penitenciario y se aplica solo a los 

condenados , nunca a los sindicados o imputados, de donde se deprende que 

se equivoca el despacho, al valorar un comportamiento que se dio cuando no 

estaba condenado y sometido al tratamiento penitenciario, la valoración se 

debió hacer solo dentro del proceso de resocialización , no antes, el artículo 

64 del CP, exige adecuado comportamiento u desempeño durante el 

tratamiento penitenciario en el centro de reclusión, exigencia que cumplo tal 

y como lo manifiesta el despacho en la providencia que se impugna. De donde 

no le asiste razón al mismo para evocar una situación que no esta 

contemplada como requisito, ni en la fase correspondiente de tratamiento 

penitenciario para negar el subrogado solicitado. 

2. Sobre la valoración de la conducta, el despacho desconoce el precedente 

jurisprudencial traído como soporte de la petición, desarrollando un criterio 

diferente sobre la  VALORACION DE LA GRAVEDAD DE LA CONDUCTA, sin tener 

en cuenta el precedente jurisprudencial invocado y desarrollado por la Sala 

Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia, olvidándose que ella es solo 

uno de los elementos a tener en cuenta al realizar el estudio de la misma, 

olvidándose también que se ha excluido la referencia a la Gravedad de la 

conducta, que hoy aplican erradamente en mi caso, cuando manifiestan que 

por la presunción del peligro que represento para la sociedad, dado que el 

delito por el que se me condeno representa uno de los mayores flagelos de la 

Humanidad.  
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1. La posición del despacho, es contraria a lo señalado por la Sala Penal, cuando 

ha dicho que, no puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad 

condicional la alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes 

jurídicos protegidos por el Derecho Penal, Entenderlo de otra manera, sería 

tanto como establecer una prohibición generalizada que no ha sido prevista 

por el legislador para todos aquellos eventos en los que la conducta se 

evidencie objetivamente grave.   

2. Contrario a lo considerado la Corte Suprema de Justifica ha marcado un 

criterio Jurisprudencial, que no ha sido tenido en cuenta por el juez de 

Ejecucion criterios que se han de resumir así :  Sentencia de tutela STP15806- 

2019, Radicado 683606, se refirió a los fines que debe perseguir la pena; de la 

siguiente manera: (…) la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que 

la sociedad y la víctima castiguen al condenado y que con ello vean sus 

derechos restituidos, sino que responde a la finalidad constitucional de la 

resocialización como garantía de la dignidad humana. 

3. (…) Así, se tiene que: i) en la fase previa a la comisión del delito prima la 

intimidación de la norma, es decir la motivación al ciudadano, mediante la 

amenaza de la ley, para que se abstenga de desplegar conductas que pongan 

en riesgo bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal; ii) en la fase de 

imposición y medición judicial debe tenerse en cuenta la culpabilidad y los 

derechos del inculpado, sin olvidar que sirve a la confirmación de la seriedad de 

la amenaza penal y a la intimidación individual; y iii) en la fase de ejecución de 

la pena, ésta debe guiarse por las ideas de resocialización y reinserción 

sociales. Con fundamento en ello, la misma corporación concluyó que: No 

puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la 

alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos 

protegidos por el Derecho Penal (…) ii) La alusión al bien jurídico afectado es 

solo una de las facetas de la conducta punible, como también lo son las 

circunstancias de mayor y de menor punibilidad, los agravantes y los 
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atenuantes, entre otras. Por lo que el juez de ejecución de penas debe valorar, 

por igual, todas y cada una de éstas; iii) Contemplada la conducta punible en 

su integridad, según lo declarado por el juez que profiere la sentencia 

condenatoria, éste es solo uno de los distintos factores que debe tener en 

cuenta el juez de ejecución de penas para decidir sobre la libertad condicional, 

pues este dato debe armonizarse con el comportamiento del procesado en 

prisión y los demás elementos útiles que permitan analizar la necesidad de 

continuar con la ejecución de la pena privativa de la libertad, como bien lo es, 

por ejemplo, la participación del condenado en las actividades programadas en 

la estrategia de readaptación social en el proceso de resocialización (…). Lo 

anterior, está indicando que el solo análisis de la modalidad o gravedad de la 

conducta punible no puede tenerse como motivación suficiente para negar la 

concesión del subrogado penal, como pareció entenderlo el A quo, al asegurar 

que «no se puede pregonar la procedencia del beneficio denominado Libertad 

Condicional, pues ese pronóstico sigue siéndole desfavorable, en atención a la 

valoración de la conducta, circunstancia que no cambiará, (…) su 

comportamiento delictivo nació grave y no pierde sus características con 

ocasión del proceso de resocialización y rehabilitación dentro del tratamiento 

penitenciario». 

 

Por el contrario, se ha de entender que tal examen debe afrontarse de cara a 

la necesidad de cumplir una sanción ya impuesta, por lo que no se trata de un 

mero y aislado examen de la gravedad de la conducta, sino de un estudio de la 

personalidad actual y los antecedentes de todo orden del sentenciado, para de 

esta forma evaluar su proceso de readaptación social; por lo que en la 

apreciación de estos factores debe conjugarse el «impacto social que genera 

la comisión del delito bajo la égida de los fines de la pena, los cuales, para 

estos efectos, son complementarios, no excluyentes».  Aclarado tal aspecto, 

entra la Sala a estudiar todos y cada uno de los requisitos establecidos por el 
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legislador para la concesión de la libertad condicional, en el caso concreto de 

MARÍA DEL PILAR HURTADO AFANADOR, anticipando que, la decisión objeto 

de impugnación, será revocada.1 

 

4. En idéntico sentido la misma sala en decisión del 27 de Julio del presente año 

reitera: “Dentro de los segundos, valiosa se advierte la providencia CSJ 

STP15806–2019, 19 nov. 2019, rad. 107644, en la cual se explicó que:  i) No 

puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la 

alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos 

protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible con 

prohibiciones expresas frente a ciertos delitos, como sucede con el artículo 68 

A del Código Penal. 

 

5. En este sentido, la valoración no puede hacerse, tampoco, con base en criterios 

morales para determinar la gravedad del delito, pues la explicación de las 

distintas pautas que informan las decisiones de los jueces no puede hallarse en 

las diferentes visiones de los valores morales, sino en los principios 

constitucionales; ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las 

facetas de la conducta punible, como también lo son las circunstancias de 

mayor y de menor punibilidad, los agravantes y los atenuantes, entre otras. 

Por lo que el juez de ejecución de penas debe valorar, por igual, todas y cada 

una de éstas; iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo 

declarado por el juez que profiere la sentencia condenatoria, éste es solo uno 

de los distintos factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas 

para decidir sobre la libertad condicional, pues este dato debe armonizarse con 

el comportamiento del procesado en prisión y los demás elementos útiles que 

permitan analizar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena 

privativa de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, la participación del 

                                                             
1
 37 CSJ AP3558-2015, Rad. 46119 Proceso No 11001020400020110136804 Radicado 61471 Segunda instancia María 

del Pilar Hurtado Afanador 
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condenado en las actividades programadas en la estrategia de readaptación 

social en el proceso de resocialización. Por tanto, la sola alusión a una de las 

facetas de la conducta punible, esto es, en el caso concreto, solo al bien 

jurídico, no puede tenerse, bajo ninguna circunstancia, como motivación 

suficiente para negar la concesión del subrogado penal. Esto, por supuesto, 

no significa que el juez de ejecución de penas no pueda referirse a la lesividad 

de la conducta punible para valorarla, sino que no puede quedarse allí. Debe, 

por el contrario, realizar el análisis completo. iv) El cumplimiento de esta carga 

motivacional también es importante para garantizar la igualdad y la seguridad 

jurídica, pues supone la evaluación de cada situación en detalle y justifica, en 

cada caso, el tratamiento diferenciado al que pueda llegar el juez de ejecución 

de penas para cada condenado [negrilla original del texto]. 

 

6. El anterior precedente, en lo fundamental, ha sido sistemáticamente reiterado 

por la Corte Suprema de Justicia a través de sus diversas salas de decisión de 

tutela. Baste citar solo algunas sentencias de reciente data: CSJ STP2144–2022, 

27 en. 2022, rad. 121238; CSJ STP1342–2022, 8 feb. 2022, rad. 121607; CSJ 

STP2501–2022, 17 feb. 2022, rad. 121768; CSJ STP2671–2022, 8 mar. 2022, 

rad. 122088; CSJ STP2773–2022, 8 mar. 2022, rad. 122114; CSJ STP3588–2022, 

10 mar. 2022, rad. 122323; CSJ STP3000–2022, 15 mar. 2022, rad. 122566; CSJ 

STP3369–2022, 22 mar. 2022, rad. 122571; CSJ STP4537–2022, 19 abr. 2022, 

rad. 123225; CSJ STP5224–2022, 2 may. 2022, rad. 123676; CSJ STP5650–2022, 

5 may. 2022, rad. 123305; CSJ STP5583–2022, 10 may. 2022, rad. 123715; CSJ 

STP6302–2022, 17 may. 2022, rad. 123738; CSJ STP7409–2022, 9 jun. 2022, 

rad. 124029 y CSJ STP7971–2022, 21 jun. 2022, rad. 124621. 

 

7. Por último, obligado resulta traer a colación el auto de segunda instancia CSJ 

AP2977–2022, 12 jul. 2022, rad. 61471, no solo por su cercano proferimiento, 

sino por identificarse con la temática bajo examen, razón por la cual su 
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trascendente alcance irradia al asunto que concita la presente decisión. En el 

mencionado proveído, así se discurrió: [e]l análisis de la modalidad de las 

conductas no puede agotarse en su gravedad y tampoco se erige en el único 

factor para determinar la concesión o no del beneficio punitivo, pues ello 

contraría el principio de dignidad humana que irradia todo el ordenamiento 

penal, dado el carácter antropocéntrico que orienta el Estado Social de 

Derecho adoptado por Colombia en la Constitución Política de 1991; y al 

mismo tiempo desvirtuaría toda función del tratamiento penitenciario 

orientado a la resocialización. 

 

8. La anterior es una de las maneras más razonables de interpretar lo expresado 

por la Corte Constitucional en la Sentencia C–757 de 2014 (declaró exequible la 

expresión: «previa valoración de la conducta» del artículo 64 del Códig[o 

P]enal), en el sentido que al analizar la procedencia de la libertad condicional el 

[j]uez de [e]jecución de [p]enas deberá: «establecer la necesidad de continuar 

con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario del 

condenado.» Es así como el examen de la conducta por la que se emitió 

condena debe ponderarse con el fin de prevención especial y el de 

readaptación a la sociedad por parte del sentenciado, pues no de otra forma 

se cumple con el fin primordial establecido para la sanción privativa de la 

libertad, que no es otro distinto a la recuperación y reinserción del infractor 

tal como lo estipulan los artículos 6° numeral 5° de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos y 10° numeral 3° del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, integrados a nuestro ordenamiento interno por 

virtud del [b]loque de [c]onstitucionalidad (Artículo 93 de la Constitución 

Nacional).  

 

9. Corolario de ello, un juicio de ponderación para determinar la necesidad de 

continuar con la ejecución de la sanción privativa de la libertad, debe asignarle 
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un peso importante al proceso de readaptación y resocialización del interno, 

sobre aspectos como la escueta gravedad de la conducta (analizada en forma 

individual); pues si así no fuera, la retribución justa podría traducirse en 

decisiones semejantes a una respuesta de venganza colectiva, que en nada 

contribuyen con la reconstrucción del tejido social y anulan la dignidad del ser 

humano.(…)  Bajo ese entendido, la prisión debe entenderse como parte de un 

proceso que busca, no solamente los aspectos draconianos de las sanciones 

penales; entre ellos, que el conglomerado se comporte normativamente 

(prevención general); y que, tras recibir la retribución justa, el condenado no 

vuelva a delinquir (prevención especial); aunado a tales aspectos, las penas, en 

especial las restrictivas de la libertad, también se deben encaminar a que el 

condenado se prepare para la reinserción social, fin este que conlleva  

necesariamente a que el tratamiento penitenciario y el comportamiento del 

condenado durante este, sea valorado, analizado, estudiado y tenga 

consecuencias en la manera en que se ejecuta la sanción. 

 

10.  Lo anterior, justamente con el fin de incentivar en el infractor, esperanza y 

motivos para participar en su proceso de reinserción, asegurar la progresividad 

del tratamiento penitenciario, así como para brindar herramientas útiles al 

penado que le permitan prepararse para retornar a la vida en sociedad cuando 

recobre la libertad. 

 

11. Entenderlo de otra manera, sería tanto como establecer una prohibición 

generalizada que no ha sido prevista por el legislador para todos aquellos 

eventos en los que la conducta se evidencie objetivamente grave. (…) En ese 

orden de ideas, entender que la gravedad objetiva de la conducta es 

sinónimo de negación de la libertad condicional, equivaldría a extender los 

efectos de una prohibición normativa específica, sobre todos los casos que se 

estimen de notoria gravedad, sin haber sido así previsto en la ley; y tal 
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expansión no es compatible con los derechos fundamentales de los 

condenados; pues los dejaría sin la expectativa de que su arrepentimiento e 

interés de cambio sean factores a valorar durante el tratamiento 

penitenciario, erradicando los incentivos y con ello, el interés en la 

resocialización, pues lo único que quedaría, es el cumplimiento total de la 

pena al interior de un establecimiento carcelario [negrilla original del texto]. 

 

12. A las anteriores consideraciones, que en su integridad se ratifican, sólo es 

dable agregar lo siguiente: 

 

Toda conducta punible es considerada un acto grave contra la sociedad, al 

punto que el legislador reprime su comisión a través de la punición. De 

cualquier manera, a raíz del resquebrajamiento de las relaciones humanas, 

ella afecta los valores que condicionan la existencia, conservación y 

desarrollo de la vida en comunidad. En últimas, además del daño privado, el 

delito siempre ocasiona un daño público directamente relacionado con la 

transgresión de las normas establecidas por el legislador penal, necesarias 

para la convivencia pacífica. 

 

La condición de grave o leve de una infracción delictiva da lugar a intensos e 

inacabados debates. Nadie ha de negar que existen cierto tipo de 

comportamientos que por su naturaleza –o por lo menos desde una 

perspectiva simplemente objetiva–, implican una mayor afectación a valores 

sensibles para el conglomerado social, verbigracia, los vinculados a bienes 

jurídicos que tutelan la vida, la integridad personal, la libertad en todas sus 

aristas o la administración pública, para citar solo algunos, lo que de 

contera genera unánime rechazo social. Sin embargo, ello no soluciona la 

problemática a la hora de calificar el injusto. 
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13.  La praxis judicial enseña que en torno a la valoración de la conducta punible se 

elaboran múltiples reflexiones para justificar su gravedad –todas válidas si se 

quiere–, una por cada tipo penal que el Estatuto Punitivo contempla, pero en el 

fondo sólo confluyen en un argumento circular que asume por punto de partida 

las razones que tuvo en cuenta el legislador para considerar que determinado 

proceder debía ser objeto de represión por el Estado. La previa valoración del 

injusto típico introduce a la discusión argumentos de índole subjetivo que en 

nada contribuyen a superar la ambigüedad generada por el legislador de 2014 

en el artículo 64 del Código Penal.  

 

14. Por ejemplo, cómo negar la percepción y el reclamo del menor de edad, quien 

considera sumamente grave el hecho que sus ascendientes, sin justa causa, no 

provean los alimentos necesarios para su subsistencia (inasistencia 

alimentaria), o el del padre o madre cabeza de familia a la que hurtan su 

humilde venta de golosinas, que por su situación económica constituía el único 

medio de ingreso económico del núcleo familiar. Y la lista sería interminable si 

se pretendiera continuar el ejercicio casuístico…… La previa valoración de la 

conducta no puede equipararse a exclusiva valoración, sobre todo en 

aspectos desfavorables como la gravedad que con asiduidad se resaltan por 

los jueces ejecutores, dejando de lado todos los favorables tenidos en cuenta 

por el funcionario judicial de conocimiento. Si así fuera, el eje gravitatorio de 

la libertad condicional estaría en la falta cometida y no en el proceso de 

resocialización. Una postura que no ofrezca la posibilidad de materializar la 

reinserción del condenado a la comunidad y que contemple la gravedad de la 

conducta a partir un concepto estático, sin atarse a las funciones de la pena, 

simplemente es inconstitucional y atribuye a la sanción un específico fin 

retributivo cercano a la venganza. 
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La Corte ha de reiterar que cuando el legislador penal de 2014 modificó la 

exigencia de valoración de la gravedad de la conducta punible por la 

valoración de la conducta, acentuó el fin resocializador de la pena, que en 

esencia apunta a que el reo tenga la posibilidad cierta de recuperar su 

libertad y reintegrarse al tejido social antes del cumplimiento total de la 

sanción. En suma, no es el camino interpretativo correcto, asociar que la 

sola gravedad de la conducta es suficiente para negar el subrogado de la 

libertad condicional. Ello sería tanto como asimilar la pena a un oprobioso 

castigo, ofensa o expiación o dotarla de un sentido de retaliación social que, 

en contravía del respeto por la dignidad humana, cosifica al individuo que 

purga sus faltas y con desprecio anula sus derechos fundamentales.2 

 

15. El artículo 64 del Código Penal, modificado por el artículo 5 de la Ley 890 de 

2004, que establece los requisitos para que el juez competente conceda la 

libertad condicionada al condenado, sufrió un tránsito legislativo con la Ley 

1709 de 2014, pues en su artículo 30 dispuso que el juez, previa valoración de 

la conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona condenada 

a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con los siguientes 

requisitos:  1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la 

pena.  2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el 

tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer 

fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.  3. 

Que demuestre arraigo familiar y social. 

 

16. Una de las variaciones fundamentales que hizo la anterior disposición en 

relación con el artículo 64 del Código Penal, tal como había sido modificado 

por el artículo 5 de la Ley 890 de 2004 , es que mientras en ese texto normativo 

el juez podía conceder la libertad condicional al condenado a pena privativa de 

                                                             
2
 Corte Suprema de justicia, Sala Penal Magistrado ponente,  FABIO OSPITIA GARZÓN AP3348–2022 Radicación 

n.° 61616 Aprobado acta n.º 171 Bogotá D. C., veintisiete (27) de julio de dos mil veintidós (2022). 
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la libertad previa valoración de la gravedad de la conducta punible, en el 

nuevo, se suprimió la referencia al verbo “podrá” y al adjetivo referente a “la 

gravedad” que calificaba la conducta punible.  

 

17. El precedente jurisprudencial, que se invoca ha de tenerse en cuenta, al 

resolver la presente petición, es claro que he cumplido con un proceso de 

resocialización, desarrollando todas las fases del mismo, además mi conducta 

dentro de la institución ha sido ejemplar, lo que significa que he cumplido 

como lo señala el Tribunal con mi proceso, no siendo necesario seguir 

cumpliendo con mi condena, en razón a lo ya manifestado. En todo caso, la 

decisión de una solicitud de libertad condicional concreta, además de lo 

anterior, deberá atender al principio de favorabilidad conforme a los artículos 

29 de la Constitución Política y 6 del Código Penal, según los cuales en materia 

penal “la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin 

excepción, de preferencia a la restrictiva o desfavorable” . Lo que también rige 

para los condenados como ya quedo explicado. 

III. PETICION 

 

En razón de lo anterior, es que solicito se revoque la decisión impugnada y como 

consecuencia se me conceda mi libertad condicional, por cumplir, con los requisitos 

establecidos en al artículo 64 del C.P, y en desarrollo de los preceptos 

jurisprudenciales invocados en el presente escrito. 

Del Señor Juez;  

 

 

VICTOR ALFONSO SILVA MARTINEZ 

CC No 1022940337de Bogotá 

 

Bogotá, Septiembre 19 de  2022.  


